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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el ciudadano Jesús Octavio Marín Botero en contra de la Fiscalía 37 Seccional  CAIVAS de Pereira.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. En el extenso escrito presentado por el señor Jesús Octavio Marín Botero, quien se encuentra recluido en el centro penitenciario y carcelario El Pesebre de Puerto Triunfo, Antioquia, se deduce que el accionante manifiesta su inconformidad frente a las actuaciones de la Fiscal 37 Seccional CAIVAS, la Jueza 4ª Penal del Circuito y la Procuradora 152 Judicial II Penal dentro de la investigación radicada bajo el No.6600160035201403705 que se siguió en su contra por el delito de acto sexual con menor de 14 años de edad y en el que resultó condenado, en el cual  insiste hubo varias irregularidades en el entendido de que la Fiscal 37 Seccional CAIVAS dejó pasar por alto algunas pruebas o que a su parecer no se ajustan a la realidad y para ello relaciona testigos, fotografías, videos, formatos de policía judicial y otros elementos materiales probatorios que consideró eran importantes para demostrar su inocencia.

El accionante no mencionó los derechos fundamentales que presuntamente fueron vulnerados por las autoridades antes mencionadas, ni indicó sus pretensiones, ya que se limitó a solicitar que “se me informe hasta donde es legal este procedimiento de los que actuaron en sus diferentes cargos en el caso No.66001600035201403705” (folio 1).

3. ACTUACIÓN PROCESAL

Mediante auto del 12 de julio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se ordenó correr traslado a la Fiscalía 37 Seccional CAIVAS de Pereira y se ordenó vincular a la titular del Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad (Fl. 18)
4.  SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
4.1.  PROCURADURÍA 152 JUDICIAL II PENAL DE PEREIRA
Indicó que el accionante fue condenado en primera instancia y el proceso se encuentra en este Tribunal pendiente de que se decida sobre el recurso de apelación  interpuesto por su apoderado.   De tal manera, que se puede establecer que el tema puesto en conocimiento por el actor ya fue discutido jurídicamente, por lo que no se puede pretender con la acción de tutela obtener una decisión favorable a su petición desplazando al funcionario legalmente establecido y restando la decisión de segunda instancia.

Hizo mención a la jurisprudencia que hace relación a que el juez constitucional no puede inmiscuirse en un conflicto penal.

Consideró que no es cierto lo señalado por el accionante en su escrito en cuanto a que esa Procuradora hubiera manifestado en escrito alguno que sí existían irregularidades al interior de su proceso penal cuando lo indicado es que él planteaba irregularidades frente al análisis probatorio que es precisamente el tema que se estudiaría al resolver la apelación.

Señaló que en este asunto en concreto la acción de tutela no es procedente y en tal sentido, no se deben amparar los derechos fundamentales invocados por el actor (Fls.24-27).
4.2. JUZGADO 4º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA

Informó que el accionante elevó similar acción de tutela en abril de 2016, la que correspondió al despacho del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, bajo el radicado No.2016-00082 y en junio del mismo año acudió nuevamente a esta vía constitucional invocando los mismos derechos y enunciado iguales hecho, bajo el radicado No.86435 / STP8027-2016 de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.2, M.P.  José Luis Barceló Camacho. En ambas instancias, se resolvió declarar improcedente la solicitud impetrada por el actor.

Como quiera que se trata de los mismos hechos y pretensiones, respecto de lo ocurrido en el juicio oral, consideró que su respuesta a la presente demanda de tutela no puede ser diferente a la actuación surtida dentro del mismo y que obra en la sentencia condenatoria, donde se discutió ampliamente acerca del material probatorio y la responsabilidad penal del actor.

Señaló que contiene el expediente que contiene el proceso seguido en contra del accionante se encuentra surtiendo el trámite de segunda instancia por la apelación interpuesta contra la sentencia condenatoria, reparto que se hizo al despacho del Magistrado Manuel Yarzagaray Bandera de esta Sala Penal (Fl. 28).
4.3.  La Fiscalía 37 Seccional CAIVAS no se pronunció frente a la demanda de amparo, pese a haber sido notificada del auto admisorio de la demanda de tutela a través de correo electrónico didimo.vargas@fiscalia.gov.co (folio 28).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

5.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
5.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la presente acción de tutela es procedente para proteger los derechos fundamentales del accionante, por las presuntas irregularidades que se dieron al interior del proceso penal adelantado en su contra, teniendo en cuenta que el mismo se encuentra pendiente de que se surta el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia condenatoria. 

5.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.7.  DEL CASO EN CONCRETO

5.7.1. En el sub examine, si bien es cierto el señor Jesús Octavio Marín Botero no precisó qué derechos fundamentales se le están vulnerando por las autoridades judiciales accionadas y vinculadas, ni hizo alusión a una pretensión específica, esta Sala infiere que el mismo acude a este mecanismo constitucional con el fin de que se tomen las medidas necesarias ante las irregularidades que consideró se dieron al interior del proceso penal radicado al No.660016000035201403705 que se adelantó en su contra por el delito de actos sexuales con menor de 14 años en el sentido y que culminó con sentencia condenatoria, la cual fue apelada y pendiente de que se surta la alzada.
5.7.2. Del escrito introductorio de la demanda de tutela y de las respuestas ofrecidas a la misma, se observa que el proceso penal seguido en contra  del accionante se encuentra en trámite pendiente de que se resuelva el recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia condenatoria impuesta al actor; por lo tanto, la acción de tutela no es procedente para que se revise lo acontecido en el juicio en el entendido de que se valoren las pruebas allí decretadas en los términos como los señaló el señor Marín Botero,  dada la naturaleza de la acción constitucional según lo dispuesto en el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 que desarrolla el principio contenido en el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Política, cuando en su numeral 1° señala como causal de improcedencia de la acción de tutela la existencia “de otros recursos o medios de defensa judiciales”, salvo que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación ésta que no se evidencia en el presente evento, por cuanto el actor no lo sustentó.  

5.7.3. Así así las cosas, se reitera que en este evento la acción de tutela resulta ser manifiestamente improcedente por cuanto no constituye un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados en la legislación ordinaria; por el contrario, se trata de un instrumento residual, preferente y sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales ante su vulneración o una amenaza inminente y que para el caso particular, no puede ser concebida como un procedimiento paralelo del medio judicial ordinario penal previsto en la ley.  En relación a este asunto, la Corte Constitucional ha establecido lo siguiente: 

“La acción de tutela  no es procedente frente a procesos en trámite o ya extinguidos en los cuales el ordenamiento jurídico tiene establecido medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para asegurar la protección de los derechos y las garantías fundamentales, pues en el evento de desconocer esta situación, se estaría quebrantando el mandato del artículo 86 superior y desnaturalizando la figura de la acción de tutela.
” (Subrayas nuestras)
5.7.4. De acuerdo a las premisas constitucionales, de admitirse las pretensiones del accionante, sería desconocer los principios que rigen la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio penal contenidos en el artículo 29 de la Norma Superior. Al respecto, son varias los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 donde se  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado No.78113 STP2276-2015 del 5 de marzo de 2015,  M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Por tanto, la controversia no puede ser resuelta mediante la acción de tutela, en atención a su carácter residual y subsidiario. Al contrario, los reproches expuestos en el libelo inicial corresponden a tópicos que deben alegarse y definirse dentro del proceso, mediante la aplicación e interpretación normativa por parte del funcionario natural.

Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración.

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes.

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso.” 
(Subrayas propias) 

5.7.5. Así las cosas, no es viable que el juez de tutela pueda estudiar el asunto de fondo puesto en conocimiento por el accionante, toda vez que se encuentra en curso el proceso penal, donde el actor podrá presentar las conformidades o irregularidades que se consideren pertinentes.  De tal manera, que en el caso sub examine el proceso donde está siendo judicializado el señor Marín Botero está a la espera de que se resuelva la alzada por parte de este Tribunal, lo que le impide al juez constitucional que verifique lo que le compete analizar en el trámite penal correspondiente.

5.7.6.  Por lo tanto se concluye, que el actor el actor tiene a su disposición otro medio de defensa idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales que impide la intervención del juez de tutela, por lo que la tutela invocada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991, toda vez que en este asunto en particular la acción de tutela no procede como mecanismo transitorio, no sólo porque el señor Marín Botero no lo  invocó, sino porque dentro dentro de la foliatura no se encuentran elementos materiales probatorios que permitan inferir la proximidad de un daño grave e irreparable a los derechos fundamentales del accionante, pues no puede deducirse ninguna de las características de un perjuicio de irremediable que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional son esencialmente cuatro, a saber: “(i) la inminencia del daño, (i) la gravedad del mismo, (iii) la urgencia de las medidas de protección y (iv) la impostergabilidad de la intervención del juez.”
 
Los precedentes razonamientos llevan a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por el  señor Jesús Octavio Marín Botero  en contra de la Fiscal 37 Seccional CAIVAS, Juzgado 4º Penal del Circuito y Procuraduría 152 Judicial II, todos de Pereira, por las consideraciones argumentadas.
TERCERO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� CORTE CONSTITUCIONAL. Sent. T-1343/01|


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Sentencia  T- 225 de 1993. Ver también, entre muchas otras, las Sentencias T-403 de 1994, T-485 de1994,  T- 015 de 1995, T-050 de 1996, T-576 de 1998, T-468  1999, SU-879 de 2000, T-383 de 2001 y T-1316 de 2001.





PAGE  
Página 1 de 7

